Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
Resolución Nº   2190-2007-TC-S4

Sumilla: Califican como requerimientos técnicos mínimos no sólo las características técnicas o cualquier otro requisito obligatorio establecido en las Bases, sino también en las disposiciones normativas que regulan el objeto de adquisición o contratación, y que le sirven de marco jurídico.
Lima, 11 de diciembre de 2007
VISTO en sesión de fecha 11 de diciembre de 2007 de la Cuarta Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente № 2847/2007.TC, sobre el recurso de apelación interpuesto por el postor DILLER S.A.C. contra el otorgamiento de la buena pro de la  Adjudicación de Menor Cuantía № 016-2007-GRUP3, Segunda Convocatoria, convocada por el Grupo Aéreo № 3 de la Fuerza Aérea del Perú – Ministerio de Defensa para la “Adquisición de Prendas de Vestir”; oído el informe oral del impugnante en la Audiencia Pública llevada a cabo el 3 de diciembre de 2007 y atendiendo a los siguientes:

ANTECEDENTES:

1. El 11 de setiembre de 2007 el Grupo Aéreo № 3 de la Fuerza Aérea del Perú – Ministerio de Defensa, en adelante la Entidad, convocó la Adjudicación de Menor Cuantía № 016-2007-GRUP3, Segunda Convocatoria, para la “Adquisición de Prendas de Vestir”, bajo el sistema de suma alzada y con un valor referencial ascendente a S/. 29 590,00 (Veintinueve mil quinientos noventa y 00/100 nuevos soles), incluido el Impuesto General a las Ventas (IGV).
2. El 14 de setiembre de 2007 tuvo lugar la presentación de propuestas, fecha en la cual entregaron ofertas los siguientes postores: (i) QUEST EXPORT & IMPORT E.I.R.L., (ii) INVERSIONES ADRIANO de Frieda Maribel Bardales Burga y (iii) DILLER S.A.C.

En esa misma fecha, se llevó a cabo en acto privado la apertura de sobres, así como la evaluación y calificación de propuestas, otorgándose la buena pro al postor INVERSIONES ADRIANO de Frieda Maribel Bardales Burga, quien ocupó el primer lugar en el cuadro de prelación, por su oferta económica ascendente a S/. 26 858,00, mientras que las propuestas de los postores DILLER S.A.C. por S/. 26 891,50 y QUEST EXPORT & IMPORT E.I.R.L. por S/. 28 641,00 se ubicaron en segundo y tercer orden de la calificación general.

3. El 14 de setiembre de 2007 fueron publicados en el SEACE los resultados del proceso de selección.

4. Mediante escrito presentado el 26 y subsanado el 28 de setiembre de 2007, el postor DILLER S.A.C. interpuso recurso de apelación contra la buena pro otorgada al postor INVERSIONES ADRIANO de Frieda Maribel Bardales Burga, solicitando se anule dicha decisión y se descalifique la propuesta de dicho adjudicatario, bajo los siguientes argumentos:

a. El postor INVERSIONES ADRIANO no cumplió con acompañar las muestras de la calidad y color de la tela que utilizaría en la confección de las prendas de vestir, según lo requerido en las Bases; no incluyó las correspondientes constancias de inscripción de los bienes ofertados ante el Registro de Productos Nacionales Industriales (RPIN), que son de presentación obligatoria; y formuló una declaración inexacta al manifestar que era una micro o pequeña empresa, cuando se trataba más bien de una persona natural que no estaba organizada bajo ninguna forma societaria.

b. El apelante no fue favorecido con la bonificación adicional del 20% por producción nacional, pese a haber adjuntado en su propuesta la declaración jurada en que solicitó el citado beneficio.

c. En la publicación de los resultados en el SEACE, la Entidad ha señalado erróneamente que el presente proceso había sido convocado para la contratación de ocho ítems, pues en realidad era para un único y solo ítem o paquete, conformado por ocho tipos de prendas de vestir, lo cual debía ser valorado para efectos de la constitución de la garantía que respaldaba el recurso.

5. El 24 de octubre de 2007 la Entidad se apersonó a la presente instancia administrativa y solicitó un plazo adicional para remitir los antecedentes administrativos de la apelación.

6. El 8 de noviembre de 2007, la Entidad remitió los antecedentes administrativos relativos a la impugnación, a cuyo efecto acompañó el Informe Técnico Legal № 048-2007, en el cual solicitó al Tribunal declare la nulidad del proceso de selección, al no haberse previsto en las Bases que lo regulan la exigencia como documento de presentación obligatoria de la Constancia de Inscripción en el RPIN de los productos de origen nacional ofertados por los postores, lo que contravenía abiertamente lo dispuesto en el Comunicado № 007-2005 (PRE) del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE).

7. El 3 de diciembre de 2007 el postor DILLER S.A.C. efectuó su informe oral en Audiencia Pública, la cual se llevó a cabo sin intervención de la Entidad, quien no se apersonó a la diligencia a pesar de haber sido debidamente notificada para tal efecto.

8. Mediante decreto de fecha 4 de diciembre de 2007, el Expediente fue declarado listo para ser resuelto.

FUNDAMENTACIÓN:

1. Es materia del presente recurso de apelación la reclamación que ha planteado el postor DILLER S.A.C. contra el otorgamiento a favor del postor INVERSIONES ADRIANO de Frieda Maribel Bardales Burga de la buena pro de la segunda convocatoria de la Adjudicación de Menor Cuantía № 016-2007-GRUP3 que, para la “Adquisición de Prendas de Vestir”, convocó la Fuerza Aérea del Perú por medio del Grupo Aéreo № 3. 

2. Fluye de los antecedentes reseñados que los asuntos controvertidos sometidos a conocimiento y resolución de este Tribunal están referidos a los siguientes aspectos:

a. La supuesta omisión del postor adjudicatario de haber recaudado como parte de su oferta las muestras correspondientes a la calidad y color de las telas de los productos ofertados, conforme a lo requerido por las Bases.

b. La supuesta omisión del postor adjudicatario de incluir dentro de su propuesta técnica la Constancia de Inscripción en el RPIN, conforme a lo exigido por la normativa especial de la materia.

c. La aparente declaración inexacta del postor ganador en el extremo referido a que se trataba de una micro o pequeña empresa.

d. La indebida calificación de la propuesta del impugnante, al no habérsele otorgado la bonificación adicional del 20% por producción nacional de los bienes que ofertó.

3. Al margen del estudio de los argumentos sustantivos que amparan el recurso planteado, corresponde a este Tribunal verificar de manera previa el cumplimiento de los requisitos, formalidades y condiciones que las normas tanto en materia de contratación pública como aquellas que inciden directamente en el objeto de convocatoria imponen al proceso, a fin de cautelar su legalidad y validez, máxime cuando la propia Entidad ha cuestionado las reglas de juego bajo las cuales se convocó el proceso de selección a su cargo.
4. De conformidad con lo anterior, en el Informe Técnico-Legal alcanzado a este Tribunal, la Entidad ha solicitado se declare la nulidad del proceso de selección, por cuanto las Bases que lo regulan no habían previsto como documento de presentación obligatoria por parte de los postores la Constancia de Inscripción en el RPIN, conforme a lo exigido por el Comunicado № 007-2005 (PRE) del CONSUCODE
.

5. Sobre el particular, es importante señalar que el artículo 12 de la Ley № 23407, Ley General de Industrias, establece la obligación de inscribir en el RPIN los productos industriales manufacturados en el país. 

Asimismo, el artículo 16 del Decreto Supremo № 029-82-ITI-IND,  modificado mediante Decreto Supremo № 010-89-ICTI-IND, dispone que las empresas están obligadas a inscribir en el RPIN los bienes que producen como requisito indispensable para ofrecerlos en venta y comercializarlos.

6. De otro lado, el artículo 62 del Reglamento de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 prescribe que los requerimientos técnicos mínimos son las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la adquisición o contratación. 

Por su parte, el artículo 63 del citado cuerpo normativo establece que los postores deben cumplir y acreditar los requerimientos técnicos mínimos para que sus propuestas puedan ser admitidas y posteriormente evaluadas técnica y económicamente.

7. En este punto del análisis, cabe destacar que las disposiciones contenidas en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 y en su Reglamento son de orden público y, por ende, de obligatorio cumplimiento por las partes involucradas en los procesos de selección a cargo del Estado, ya que determinan las normas básicas que deben observar tanto las Entidades en las contrataciones y adquisiciones a su cargo como los postores que participan en ellas.

8. Del mismo modo, el principio de legalidad a que se contrae el numeral 1.1 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley № 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, impone el deber de las autoridades administrativas de actuar con respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le están atribuidas y de acuerdo con los fines para las que les fueron conferidas, obligación de la cual no puede sustraerse en modo alguno este Tribunal, en su calidad de garante de la legalidad administrativa en materia de compras públicas.

9. En este orden de ideas, las Entidades y los postores, en los procesos de selección, están obligados a observar y respetar el ordenamiento legal nacional, lo que implica que las normas o disposiciones que regulen de manera expresa la venta, comercialización, fabricación, ejecución, etc. de algún bien o servicio, deben ser obedecidas y cumplidas. Así, ante un requisito impuesto por ley, no cabe sino la verificación de su cumplimiento por parte de las autoridades administrativas que tengan a su cargo la conducción de las contrataciones estatales y su acreditación por parte de los postores participantes, en virtud del mandato expreso al que hacen referencia los artículos 62 y 63 del Reglamento.

10. Para el caso que nos ocupa, el Comunicado № 007-2005 (PRE) del CONSUCODE señala que, de acuerdo con la Ley № 23407, Ley General de Industrias, así como con el Decreto Supremo № 010-89-ICTI-IND, para ofrecer en venta en el territorio nacional un producto manufacturado en el país es necesario que previamente se encuentre inscrito en el RPIN que actualmente administra el Ministerio de la Producción, por lo que corresponde a las Entidades sujetas al ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado requerir en sus Bases copia simple de la Constancia de Inscripción en el RPIN del producto ofertado cuando corresponda, siendo que la inobservancia de este requisito por parte de los postores implica su descalificación.

11. Con relación a esto último, cabe señalar que, independientemente del Comunicado antes glosado, cuya naturaleza es estrictamente informativa y complementaria, la obligatoriedad de la inscripción en el RPIN para quienes comercializan bienes de producción nacional se encuentra determinada por fuerza de ley y el respeto de la misma
. En tal sentido, su acreditación por parte de los postores en los procesos de selección que llevan a cabo las Entidades del Estado resulta de observancia obligatoria no porque así lo señale el referido Comunicado, sino porque, al constituir dicho mandato uno de orden legal, debe ser calificado como requerimiento técnico mínimo cuya inobservancia acarrea la descalificación de las ofertas.

Hechas estas salvedades, cabe preguntarnos si la omisión de las Bases de consignar como documento de presentación obligatoria por parte de los postores la Constancia de Inscripción en el RPIN para quienes oferten bienes producidos en el territorio nacional acarrea la nulidad del proceso de selección, conforme así lo ha sostenido la Entidad.

Al respecto, conforme lo hemos anotado en los párrafos precedentes, en aplicación del artículo 62 del Reglamento, los requerimientos técnicos mínimos no son sólo aquellos requisitos así establecidos en las Bases, sino que también califican como tales aquellos contenidos en las disposiciones legales que regulan el objeto de convocatoria.

12. Bajo la premisa anterior, la exigencia de que los bienes de fabricación nacional se encuentren debidamente inscritos en el RPIN proviene de los mandatos normativos contenidos en el artículo 12 de la Ley № 23407, Ley General de Industrias, así como en el artículo 16 del Decreto Supremo № 029-82-ITI-IND, modificado mediante Decreto Supremo № 010-89-ICTI-IND, por lo que dicha exigencia califica como requerimiento técnico mínimo para todos aquellos procesos en los que se oferten productos de origen nacional. Así las cosas, siendo que el artículo 63 del Reglamento exige como condición para la admisión de las ofertas que los postores acrediten el cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos, resulta imperativo que aquellos que oferten bienes nacionales incluyan en su propuesta técnica la Constancia de Inscripción en el RPIN correspondiente, pues es precisamente con dicho documento que se logra demostrar la inclusión de los bienes ofertados en el precitado Registro, conforme a lo requerido por la normativa especial de la materia.

13. Por ende, aun cuando las Bases no lo establecieran expresamente, debe entenderse que, por mandato normativo, es deber de los postores que oferten -y por tanto comercialicen- productos nacionales que estos bienes se encuentren debidamente inscritos en el RPIN, hecho que constituye un requerimiento técnico mínimo que, como tal, debe ser necesariamente acreditado por los oferentes mediante la presentación de la Constancia de Inscripción correspondiente, bajo sanción de descalificar la propuesta que incumpla tal disposición.

14. Por las consideraciones reseñadas, no corresponde declarar la nulidad del proceso de selección ante la omisión de las Bases de consignar como documento de presentación obligatoria la mencionada Constancia, al constituir una exigencia contenida implícitamente en el ordenamiento jurídico que le sirve de marco. 

15. Aun así, este Colegiado reconoce la pertinencia del Comunicado № 007-2005 (PRE) en el extremo en que recoge la directriz dirigida a las Entidades para que incluyan en las Bases de los procesos que convoquen la presentación obligatoria de la Constancia de Inscripción en el RPIN por parte de los postores que oferten productos de origen nacional, por lo que cabe en esta vía exhortar a la Entidad para que, en lo sucesivo, cuente con mayor minuciosidad y exactitud al momento de elaborar las reglas de juego que rigen sus procesos de selección.

16. Por lo expuesto, queda claro que, en el caso que nos ocupa, existía la obligación de parte de los postores que ofertaran bienes de origen nacional de presentar la correspondiente Constancia de Inscripción en el RPIN.

17. A propósito de esto último, uno de los aspectos cuestionados por el impugnante en su recurso de apelación radica en la supuesta omisión del postor adjudicatario de recaudar en su oferta técnica la Constancia de Inscripción en el RPIN antes aludida.

Sobre el particular, este Tribunal ha tenido a la vista la propuesta del postor ganador, pudiendo constatar que, en efecto, este oferente no incluyó la referida Constancia. Sin embargo, se observa de la oferta en mención que no existe declaración o documento alguno de donde pueda inferirse de modo indubitable que las prendas ofertadas por el adjudicatario hayan sido confeccionadas en el territorio nacional, hecho del cual este Tribunal no puede tener certeza a partir de los términos de la oferta del ganador, ni de la documentación que corre en el expediente. En tal medida, siendo que la obligación de presentar la Constancia de Inscripción en el RPIN recae exclusivamente sobre aquellos postores que oferten bienes de fabricación nacional, este Tribunal se ve imposibilitado de asumir que los bienes ofertados por el adjudicatario sean, efectivamente, confeccionados en el Perú y que, por tanto, deban encontrarse inscritos en el RPIN. 

Por ende, no corresponde amparar el recurso de apelación en este extremo sin perjuicio de que, previamente a la suscripción del Contrato y en mérito a su facultad de fiscalización posterior que permite el principio de privilegio de controles posteriores, a que se contrae el numeral 1.16 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley № 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General
, la Entidad adopte las medidas pertinentes a efectos de verificar la real procedencia de los bienes ofertados por el postor ganador y, en caso se trate de productos nacionales que requieran inscripción en el RPIN, disponga la nulidad del otorgamiento de la buena pro, según la potestad prevista en el artículo 57 de la Ley
.  

18. Un segundo aspecto cuestionado por el impugnante radica en la supuesta omisión por parte del adjudicatario de la presentación de las muestras relativas a la calidad y color de las telas de las prendas ofertadas, conforme a lo previsto en el numeral 1.3 de las Bases como requerimiento indispensable para sustentar las especificaciones técnicas mínimas. 

Respecto de este punto, con ocasión de la remisión de los antecedentes administrativos del caso, la Entidad ha alcanzado a este Tribunal la propuesta del postor ganador, la cual lleva adjunta las muestras solicitadas por las Bases, hecho que permite desvirtuar el cuestionamiento del recurrente en este extremo, relevándonos de mayor comentario sobre el particular.

19. Otro aspecto materia de impugnación está referido a la supuesta declaración inexacta de parte del postor ganador, al manifestar que se trataba de una pequeña o micro empresa lo cual, a juicio del recurrente, devenía materialmente imposible por ser el referido oferente una persona natural y no encontrarse constituido bajo ninguna forma societaria contemplada en la Ley General de Sociedades.

Al respecto, resulta conveniente precisar que el artículo 2 de la Ley № 28015, Ley de Promoción y Formalización de la Micro y Pequeña Empresa, define a las micro o pequeñas empresas como aquellas unidades económicas constituidas por persona natural o persona jurídica, bajo cualquier forma de organización o gestión empresarial contemplada en la legislación vigente, que tiene como objeto desarrollar actividades de extracción, transformación, producción, comercialización de bienes o prestación de servicios.

Así, conforme a la definición prevista en la propia ley de la materia, las micro o pequeñas empresas no necesariamente deben estar constituidas como sociedades, sino que también pueden adquirir dicha calidad aquellas personas naturales que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 3 de la Ley de Promoción y Formalización de la Micro y Pequeña Empresa
, razón por la cual corresponde desestimar este extremo de la impugnación.

20. Finalmente, el impugnante ha cuestionado la omisión de parte del Comité Especial de otorgarle la bonificación del 20% establecida en la Ley № 27143, Ley de Promoción de Desarrollo Productivo Nacional, al haber declarado que los bienes que ofertó son de fabricación nacional.

Respecto de este punto, se observa que, en efecto, a fojas 32 de su oferta el impugnante incluyó una Declaración Jurada de Bienes Elaborados en el Territorio Nacional, en la que expresamente declaró que los productos ofrecidos para el presente proceso son de fabricación peruana. Ante tal declaración, resulta evidente que las prendas ofertadas por el impugnante debían encontrarse debidamente inscritas en el RPIN, según las disposiciones legales de la materia, hecho que además correspondió al apelante acreditar a través de la recaudación en su propuesta de la debida Constancia de Inscripción en el precitado Registro.

Conforme a lo anterior, se observa que a fojas 33 y 34 de su propuesta técnica, el apelante ha incluido la Constancia de Inscripción en el RPIN № 0514-2006-PRODUCE/VMI/DNI-DNTC, donde se detallan las prendas objeto de adquisición. No obstante, se observa que la Constancia antes aludida ha sido expedida a nombre de la empresa CONFECCIONES GALINDO S.R.L., empresa distinta al postor impugnante.

Con relación a este punto, es preciso remitirnos nuevamente al artículo 16 del Decreto Supremo № 029-82-ITI-IND, modificado por Decreto Supremo Nº 010-89-ICTI-IND, que establece que las empresas están obligadas a inscribir en el Registro de Productos Industriales Nacionales, los bienes que producen, como requisito indispensable para ofrecerlos en venta. Asimismo, el artículo 21 del citado cuerpo normativo prescribe que el fabricante está obligado a cumplir con las normas técnicas declaradas, así como con las características del producto bajo responsabilidad legal; además, está obligado a prestar las facilidades necesarias al organismo competente, para las verificaciones del caso. 

Conforme a lo anterior, queda claro que, a tenor de lo dispuesto en la normativa de la materia, la obligación de inscribir los productos de fabricación nacional en el RPIN le es imputable única y exclusivamente a quienes los fabrican y no a quienes los comercializan, siendo que el RPIN es un registro que, como su propia denominación lo indica, corresponde a productos y no constituye un registro de empresas.

En consecuencia, nada obsta para que los postores que oferten productos de fabricación nacional presenten la Constancia de Inscripción en el RPIN  a nombre del fabricante del producto, pues es precisamente dicho productor en quien recae tal obligación.

Sin embargo, en el caso de autos, no se desprende de ninguno de los extremos de la oferta del apelante que los productos ofrecidos a la Entidad sean, efectivamente, fabricados por la empresa CONFECCIONES GALINDO S.R.L., quien ostenta la titularidad de los bienes a los que alude la Constancia de Inscripción en el RPIN que recaudó dicho recurrente en su propuesta. De esta manera, partiendo del entendido que son los postores los únicos responsables del contenido de su propuesta y, siendo que el recurrente no ha declarado ni, menos aún, demostrado, que los bienes ofrecidos a la Entidad sean aquellos que fabrica la empresa CONFECCIONES GALINDO S.R.L., no existe certeza de que los productos ofertados por el postor se encuentren debidamente inscritos en el RPIN, por lo que corresponde desestimar lo alegado por el impugnante en este extremo, razón por la cual no corresponde asignarle la bonificación del 20% solicitada.

21. Por las consideraciones expuestas, el recurso de apelación venido en grado deviene infundado, en aplicación del numeral 1 del artículo 163 del Reglamento.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Oscar Luna Milla y la intervención de los Vocales Dra. Wina Isasi Berrospi y Dr. Juan Carlos Mejía Cornejo, atendiendo a la conformación de la Cuarta Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución № 279-2007-CONSUCODE/PRE, publicada el 25 de mayo de 2007, y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo № 083-2004-PCM, el artículo 163 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo № 084-2004-PCM, y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo № 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad,

LA SALA RESUELVE:
1. Declarar infundado el recurso de apelación interpuesto por el postor DILLER S.A.C. contra el otorgamiento de la buena pro de la Adjudicación de Menor Cuantía № 016-2007-GRUP3, Segunda Convocatoria. 

2. Ejecutar a favor del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE) la garantía otorgada por el postor DILLER S.A.C. para la interposición de su recurso de apelación.

3. Devolver los antecedentes administrativos a la Entidad, quien deberá recabarlos en la mesa de partes del Tribunal dentro del plazo de treinta (30) días naturales de notificada la presente Resolución, conforme a lo dispuesto en el numeral 5 de la parte V: Disposiciones Generales de la Directiva № 013-2007/CONSUCODE-PRE.
4. Dar por agotada la vía administrativa.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

 VOCAL
 



              VOCAL


ss.

Luna Milla

Isasi Berrospi

Mejía Cornejo.

� Publicado en junio de 2005.





� Aprobado mediante Decreto Supremo № 084-2004-PCM.





� Cuyo Texto Único Ordenado ha sido aprobado por Decreto Supremo № 083-2004-PCM.


� Propiamente, por el artículo 12 de la Ley № 23407, Ley General de Industrias, así como en el artículo 16 del Decreto Supremo № 029-82-ITI-IND, modificado mediante Decreto Supremo № 010-89-ICTI-IND.


� Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo


1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:


[…]


1.16. Principio de privilegio de controles posteriores.- La tramitación de los procedimientos administrativos se sustentará en la aplicación de la fiscalización posterior; reservándose la autoridad administrativa, el derecho de comprobar la veracidad de la información presentada, el cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en caso que la información presentada no sea veraz.





� Artículo 57.- Nulidad.-


[…]


El Titular de la Entidad podrá declarar de oficio la nulidad del proceso de selección, por las mismas causales previstas en el párrafo anterior, solo hasta antes de la celebración del contrato, sin perjuicio de que pueda ser declarada en la resolución recaída sobre los recursos impugnativos. Después de celebrados los contratos solo es posible declarar la nulidad por efectos del artículo 9 de la presente Ley. Esta facultad es indelegable. 


� Artículo 3.- Características de las MYPE


Las MYPE deben reunir las siguientes características concurrentes:


a) El número total de trabajadores:


- La microempresa abarca de uno (1) hasta diez (10) trabajadores inclusive.


- La pequeña empresa abarca de uno (1) hasta cincuenta (50) trabajadores inclusive.


b) Niveles de ventas anuales:


- La microempresa: hasta el monto máximo de 150 Unidades Impositivas Tributarias - UIT.


- La pequeña empresa: a partir del monto máximo señalado para las microempresas y hasta 850 Unidades Impositivas Tributarias - UIT.


Las entidades públicas y privadas uniformizan sus criterios de medición a fin de construir una base de datos homogénea que permita dar coherencia al diseño y aplicación de las políticas públicas de promoción y formalización del sector.
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